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DECIS IÓN  CONF I RM A  

    

 

Medellín, veinti trés (23) de noviembre de dos mil veinti trés (2023) 

 

Mediante la presente providenc ia, la Sala Dual se ocupará de decidi r  el  recurso 

de súpl ica interpuesto por l a apoderada judicial  de la parte demandante, contra 

el auto de fecha 21 de jul io de 2023, proferido en la causa de la referencia por 

la Magist rada Sustanciadora Dra. Alba Lucía G oyeneche Guevara y mediante el  

cual se negó la sol ici tud de decreto y práct ica de pruebas en segunda 

instancia.  Previo a el lo, se hará pronunciamiento en relación con la sol ici tud de 

efectuar control de legal idad al traslado que del recurso de súpl ica se h izo a la 

parte contraria, por así haberlo sol ici tado la apoderada judicial  de la parte 

demandante.  

 

I .  ANTECEDENTES 

 

Según se inf iere del expediente conformado con ocasión del recurso de súpl ica,  

en el presente proceso ejecut ivo fue proferida sentencia de primera instancia, 

la cual fue objeto de recurso de apelación  interpuesto por la parte demandante,  

cuyo conocimiento le fue asignado al  despacho que hoy regenta la Dra. Alba 

Lucía Goyeneche Guevara, recurso que fue admit ido mediante auto de 31 de 

mayo de 2019, así se af i rma en los archivos digi tales 13 y 25.  
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Durante el t rámite de la segunda instancia fue  admit ida la alzada,  se surt ieron 

algunas otras actuaciones con posterior idad a el lo,  como reconocimiento de 

personería a una nueva apoderada de la parte de mandante (Arch ivo  d ig i ta l  08) ,  

intervención del Dr.  Diego Estrada Giraldo, Procurador 10 Judicial  I I  vinculado 

a la Procuraduría Delegada para Asuntos Civi les mediante memorial  de 29 de 

noviembre de 2022 (Arch ivo  d ig i t a l  12) ,  emit iéndose respuesta f rente a  su 

requerimiento por quien en ese momento era t i tular del despacho al que le fue 

asignado el conocimiento del proceso (A rch ivo  d ig i ta l  13) .  Luego, a t ravés de 

memorial  remit ido por correo electrónico el 28 de junio de 2023 (Arch ivos  d ig i ta les  

20 y  21) ,  la apoderada judicial  de la demandante,  Federación Gremial de 

Trabajadores de la Salud FEDSALUD, sol ici tó el  decreto de pruebas en 

segunda instancia, aduciendo que se t rata de pruebas sobrevinientes, pet ición 

a la que no accedió la ponente a t ravés del prove ído dictado el 21 de jul io de 

2023 (Arch ivo  d ig i ta l  25) .  

 

I I .  LA SÚPLICA 

 

Contra la anterior determinación la señora apoderada de la parte demandante  

interpuso recurso de súpl ica,  el  cual  argumentó diciendo que no comparte la 

negativa del decreto de pruebas porque desde el mismo escri to en el que las 

sol ici tó, indicó que se t rataba de pruebas sobrevinientes y por tanto eran una 

excepción al  régimen probatorio,  pues no existían al  momento de la 

presentación de la demanda, ni  cuando se trabó la Li t is,  ni  en e l traslado de las 

excepciones de mérito, ni  dentro del término de ejecutoria del auto que admit ió 

la alzada.  Que por tal  motivo pidió que los documentos se incorporaran al 

plenario, ya que son pert inentes,  conducentes, út i les y necesarios  para mayor 

clar idad en relación con el objeto del proceso, en atención a que rat i f ican el  

grave incumplimiento de la IPS Universi taria al  Contrato de Transacción No. 

001 de 2017, y los contratos prorrogados, si tuación que le imprime la 

exigibi l idad al t í tulo ejecut ivo presentado al cobro.  

 

Aduce que resulta entonces incongruente exigi r  q ue se debió cumpli r con lo 

est ipulado en el art ículo 327 del C .G.P. ,  porque desde el mismo escri to se 

acudió a una excepción para al legar material  probatorio con posterioridad a los 

escenarios previstos de la ley,  debido a que se desconocía su existencia, como 

es la prueba sobreviniente . Que si bien es cierto,  el  recurso de apelación 

instaurado en contra de la sentencia fue admit ido mediante auto del 31 de 

mayo de 2019, y  la pet ición o aportación de pruebas debió real izarse dentro de 
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los t res días siguientes a la fecha en que fue not i f icado, esto es, 5 de junio de 

la misma anual idad,  para dicha fecha no existían las pruebas aportadas, 

conclusión que salta a la vista si  se veri f ica una a una l a fecha de creación de 

la prueba documental aportada, la cual  fue con posteridad al  5 de junio de 

2019, por tanto no era posible su aportación al proceso (Arch ivo  d ig i ta l  27) .  

 

De la súpl ica se corrió t raslado secretarial  a la parte contrar ia,  recibiéndose 

pronunciamiento el  día 4 de agosto de 2023 mediante el cual se opone a la 

prosperidad del recurso, exponiendo en síntesis que el auto recurrido debe ser 

conf i rmado porque la sol ici tud probatoria resulta extemporánea, además de 

confundir lo que son hechos novedosos con los documentos que como prueba 

se pretenden incorporar,  no cumpliéndose en todo caso los presupuestos del 

art ículo 327 del C.G.P. (Arch ivo  d ig i t a l  29) .   

 

Con poster ioridad, se recibieron sendos escri tos de la apoderada judicial  de la 

parte demandante (A rch ivos d ig i ta les  34 y  36) ,  pidiendo que se efectúe control de 

legal idad al t rámite impart ido al  recurso de súpl ica, toda vez que el  recurso se 

interpuso dentro del término est ipulado en el  art ículo 331 del  C .G.P.,  y se hizo 

remisión de copia de  éste al  canal digi tal  de la contra parte. Que el día 2 de 

agosto de 2023 la Secretaría de esta Sala, corrió t raslado de conformidad con 

lo reglado en el  art ículo 110 del  C.G.P.,  olvidando art icular  dicha norma con lo  

dispuesto en el art ículo 9 de la ley 2213 de 2022, el  cual  prescribe que se 

prescindirá de dicho traslado, si  se hace remisión del  escri to al  canal digi tal  de 

la contraparte, como en efecto sucedió en el presente caso.  

 

Advierte que, con ese proceder, la Secretaría de la Sala, en contravía de la 

norma, revive un término que ya estaba en curso , esto es da t raslado 

nuevamente a la parte contraria, pese a que ya se le había remit ido copia del 

recurso a su correo electrónico el  día 27 de jul io de 2023, por tanto, el  término 

de t raslado había iniciado transcurridos dos (2) días hábi les de la recepción del 

correo, esto es entre 1 de agosto de 2023 y el 03 de agosto de 2023.  Por lo 

anterior,  pide que se corri ja esa  si tuación, porque “podría generar 

i rregularidades dentro del proceso y nul idades por vio lación al  debido proceso, 

de conformidad con el art ículo 132 del CGP”.  
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I I I .  CONSIDERACIONES  

 

1.  Sea lo primero hacer referencia a la pet ición de efectuar control de 

legal idad en relación con el t raslado del recurso de súpl ica que se hiciera a la 

parte contraria, por parte de la Secretaría de esta Sala, advi rt iendo desde ya 

que no hay lugar a corregi r actuación alguna porque no se evidencia 

arbit rariedad o i rregularidad que deba ser corregida.  

 

Para resolver tal  si tuación que hace alusión es al t raslado  automático, se 

remite la sala al tenor l i teral del parágrafo del art ículo 9° de  la Ley 2213 de 

2022, el  cual prescribe:  

 

PARÁGRAFO. Cuando una parte  acredite  haber enviado un escri to del cual  
deba correrse t raslado a los demás su jetos procesa les, mediante  la remis ión 
de la copia por un canal d ig i ta l ,  se prescind i rá del t ras lado por Secretaría,  e l  
cual se entenderá real izado a los dos (2) días hábi les s iguientes al  del envío  
del mensaje y el  término respect ivo empezará a contarse cuando e l in ic iador 
recepcione acuse de recibo o se pueda por otro medio constatar e l  acceso del  
dest inatario a l  mensaje.  

 

Téngase en cuenta que la norma indica que tal  t raslado automático se ent iende 

real izado a los 2 días hábi les siguientes de hacerse el envío del mensaje, pero 

agregando el mismo texto de la norma que, el  término respect ivo comenzará a 

contarse cuando el iniciador recepcione acuse de recibo o se pueda por ot ro 

medio, constatar el  acceso del dest inatario al  mensaje, si tuación que no estaba 

clara en el presente caso,  por cuanto en el expediente únicamente obraba la 

constancia de envío del escri to del recurso de súpl ica que hizo la parte 

demandante a su contraparte, empero con el lo no era suf ic iente para tener 

certeza de la recepción del mensaje o del  acceso del dest inatario a éste; de 

manera que imposible resulta indicar que se equivocó la secretaría de la sala 

al conceder el respect ivo t raslado.  

 

Es que incluso para corregir la posibi l idad de que se entendiera corrido el  

traslado sin la certeza de haber sido recibido el mensaje por el  dest inatario,  

fue que la Corte Const i tucional en la Sentencia C -420 de 2020 cuando estudió 

la const i tucional idad del Decreto 806 de 2020,  decidió declarar 

condicionalmente exequible la norma contenida en el  parágrafo del art ículo 9° 

del mentado Decreto, el  cual  valga indicar di fería en parte con la actual norma 

de la Ley 2213 de 2022, precisamente porque se acogió lo dicho por la Corte; 

en dicha providencia así se manifestó la Corte Const i tucional:  
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392.         A l  examinar el  inc iso 3 del art ícu lo 8° y  e l  parágrafo del art ículo  
9° del Decreto Leg isla t ivo 806 de 2020, la Corte encontró que  ta l  como fueron 
adoptadas las disposic iones es posible interpretar que e l h i to para calcu lar e l  
in ic io de los términos de ejecutor ia de la decis ión not i f i cada –en relación con 
la pr imera disposición – o del  t raslado de que trata  la  segunda d isposic ión, no 
correspondan a la fecha de recepción de l mensaje en el correo electrónico de 
dest ino,  s ino a  la  fecha de envío.  Esta interpretación desconoce la  garantía  
const i tuciona l de publ ic idad y por lo mismo contrad ice la Const i tuc ión, en 
tanto impl ica admit i r  que, aun en los eventos en que el mensaje no haya sido 
efect ivamente rec ibido en el  correo de dest ino, la  not i f icac ión o  el  t raslado se 
tendría por surt ido po r el  solo hecho de haber t ranscurr ido dos días desde su 
envío.  En consecuencia,  la Corte declarará la exequibi l idad condic ionada del 
inciso 3  del  ar t ícu lo 8° y de l  parágrafo del  art ículo  9°  del Decreto 
Legislat ivo  sub examine en el  entendido de que el  térm ino de dos (02)  días 
al l í  d ispuesto empezará a contarse cuando el in ic iador recepcione, acuse de 
recibo o se pueda por otro medio constatar e l  acceso del dest inatar io al  
mensaje.  

 

De esta manera, se despacha desfavorablemente la sol ici tud de considerar 

extemporáneo el pronunciamiento que f rente al recurso de súpl ica presentó la 

parte demandada, que es f inalmente el objet ivo perseguido al  sol ici tar que se 

efectúe el control de legal idad.  

 

2. Ahora  ocupándose la sala de  decidi r el  recurso de súpl ica, se debe  

reconocer la procedencia del medio de impugnación elegido para cuest ionar la 

decisión de negar el  decreto de pruebas pedida por la parte demandante en 

sede de segunda instancia , en tanto, de conformidad con lo dispuesto en el  

numeral 3° del art ículo 321 del Código General del Proceso el auto que niegue 

el decreto o la práct ica de pruebas es apelable y, por tanto , en sede de 

segunda instancia es susceptible del recurso de súpl ica  (art .  331 C.G.P.).   

 

3.  De conformidad con lo dispuesto en el art ículo 327  del Código General  

del Proceso, el  decreto y práct ica de medios de convicción en segunda 

instancia está previsto únicamente para aquel los supuestos en los cuales: ( i )  

las partes sol ici tan la prueba de común acuerdo; ( i i ) a pesar de estar 

decretados los medios de convicción en primera instancia se de jaron de 

pract icar sin culpa de la parte que las pidió ; ( i i i ) la prueba verse sobre hechos 

posteriores a la oportunidad de pet ición de pruebas en primera instancia; ( iv) 

se pretenda aportar documentos que no se aduje ron en primera instancia por 

fuerza mayor o caso fortui to, o por obra de la parte contraria y; (v) se 

pretenden aportar documentos que persigan desvi rtuar los antes mencionados .  
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Empero tal  posibi l idad está sujeta a una oportunidad consagrada en el inciso 

1° del art ículo 327 del C.G.P. y oportunidad procesal a la que también hace 

referencia el inciso 2° del art ículo 12 de la Ley 2213 de 2022,  esto es “dentro 

del término de ejecutoria del auto que admite la apelación” ,  disposición 

normativa que debe respetarse por t ratarse de norma procedimental de orden 

públ ico y cuya consagración y acatamiento impl ican  t rascendentales asuntos 

como el respeto al debido proceso dentro del que se incluye el derecho de 

defensa y contradicción, así como la lealtad procesal.  

 

Téngase en cuenta que en el  presente asunto el recurso de apelación 

presentado f rente a la sentencia fue admit ido mediante auto de 31 de mayo de 

2019, siendo el término de ejecutoria de dicha providencia, la oportunidad en 

términos temporales, para que se el evaran las sol ici tudes probatorias en 

segunda instancia,  obviamente con el cumplimiento de los demás 

condicionamientos que, según la norma, hacen viable tal  posibi l idad. Y que no 

se piense que por el  t iempo que permanezca el expediente a despacho 

pendiente de resolverse la segunda instancia, se amplía a las partes la 

posibi l idad de aportar al  proceso las pruebas que con el t ranscurri r del t iempo 

est imen convenientes, pues se insiste, el  derecho a probar debe ser respetado 

en doble sent ido e impl ica brindar a las partes del proceso la oportunidad de 

sol ici tar pruebas, el  decreto de las mismas y la posibi l idad de pronunciarse 

sobre el las en ejercicio de los derechos de defensa y contradicción, por lo que 

se just i f ica la consagración de términos y oportunidades  probatorias y de 

requisi tos para su sol ici tud decreto y práct ica.  Los anteriores motivos, si rven 

de sustento para despachar también el argumento expuesto a t ravés del 

recurso de súpl ica, según el cual se pedía hacer una excepción a la norma que 

consagra las oportunidades probatorias en segunda instancia.  

 

En síntesis, habiéndose admit ido el recurso de apelación f rente a la sentencia 

proferida en primera instancia mediante auto de 31 de mayo de 2019, not i f icado 

por estados de 5 de junio de esa misma anual id ad y presentado el escri to de 

sol ici tud probator ia el  28 de junio de 2023, emerge nít ido que no se cumple con 

los requisi tos para el decreto de pruebas a pet ición de parte en sede de 

segunda instancia (Art.  327 C.G.P.).   
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En consecuencia, se conf i rmará la decisión recurrida en súpl ica.  

 

Finalmente, en obedecimiento a lo dispuesto en el  numeral 1 del art ículo 365 

del C.G.P.,  en concordancia con el  Acuerdo PSAA16 -10554 profer ido por el  

Consejo Superior de la Judicatura,  se f i jará en esta misma providencia el  valor 

a tener en cuenta como agencias en derecho en la l iquidación de costas del  

recurso que deberá efectuar el  juzgado de primer grado, lo cual se hace en la 

suma de un salario mínimo legal mensual vigente a favor de la demandada 

Inst i tución Prestadora de Servicios de Salud de la Universidad de Antioquia 

“IPS UNIVERSITARIA”, hoy Hospital  Alma Máter,  quien descorrió el  t raslado 

del presente recurso.   

 

Por lo expuesto la Sala Dual del Tribunal Superior de Medell ín ,  

 

IV. RESUELVE 

 

 

PRIMERO. CONFIRMAR  el  auto objeto de súpl ica que se ha detal lado al in icio 

de esta providencia.  

 

SEGUNDO. IMPONER condena en costas por el  recurso a cargo de la parte 

demandante y recurrente en súpl ica y a favor de la de la demandada Inst i tución 

Prestadora de Servicios de Salud de la Universidad de Antioquia “IPS 

UNIVERSITARIA”, hoy Hospital  Alma Máter.  Como agencias en derecho, se f i ja 

la suma de UN SALARIO MÍNIMO LEGAL MENSUAL VIGENTE .  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados,  
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